
 11615 REAL DECRETO LEY 7/1976, de 18 de junio, por 
el que se autoriza a las Corporaciones Locales para 
concertar operaciones de tesorería y crédito.

El Decreto tres mil cuatrocientos sesenta y dos/mil nove­
cientos setenta y cinco, de veintiséis de diciembre, ha puesto 
en vigor una parte de la reforma de las Haciendas Locales 
establecida por la Ley cuarenta y uno/mil novecientos setenta 
y cinco, de diecinueve de noviembre, sobre Bases deí Estatuto 
de Régimen Local. No obstante, la circunstancia de que dicha 
puesta en vigor haya llevado aparejada la completa supresión 
de los recargos de carácter extraordinario autorizados en nu­
merosas Corporaciones Locales, de una parte, y, de otra, el 
hecho de estar pendiente de desarrollo el resto de la reforma 
de la citada Ley cuarenta y uno/mil novecientos setenta y cin­
co, que ha de suponer un incremento general de ingresos, 
unido a la demora experimentada en la recaudación de de­
terminados impuestos municipales, como el de circulación de 
vehículos, han originado una- situación de tesorería en las 
Corporaciones Locales españolas que requieren medidas urgen­
tes de carácter transitorio que permitan afrontar los problemas 
planteados por las causas a que antes se ha hecho referencia.

De otro lado, las mismas razones anteriormente apuntadas 
agravan la situación de los grandes municipios españoles que, 
por la complejidad y extensión de sus servicios, el obligado 
y costoso equipamiento de sus zonas suburbiales, hoy insufi­
cientemente dotadas y cada vez más afectadas por fuertes mo­
vimientos migratorios, y la notoria elevación de la carga econó­
mica que ello determina, no pueden hacer frente, en la actual 
situación de desfase de sus ingresos, a sus necesidades más 
perentorias, razón por la cual resulta indispensable arbitrar 
fórmulas de excepcional financiación de sus Presupuestos Or­
dinarios en trámite.

Finalmente, el carácter excepcional de las medidas finan­
cieras adoptadas en el presente Decreto-ley, hace aconsejable 
autorizar a los Ministerios de Hacienda y de la Gobernación 
para dictar las disposiciones necesarias que posibiliten la de­
bida adecuación entre sus obligaciones y recursos de carácter 
ordinario en las Corporaciones Locales a que se refiere el 
artículo segundo.

En su virtud, a propuesta del Consejo de Ministros en su 
reunión del dia cuatro de junio de mil novecientos setenta y 
seis, en uso de la autorización que me confiere el artículo 
trece de la Ley Constitutiva de las Cortes, textos refundidos 
de las Leyes Fundamentales del Reino, aprobadas por Decreto 
de veinte de abril de mil novecientos sesenta y siete,-y oída 
la Comisión a que se refiere el apartado I del artículo doce 
de la citada Ley,

DISPONGO:

Artículo primero.—Uno. Las Corporaciones Locales podrán 
concertar operaciones de tesorería con cualesquiera Entidades 
financieras legalmente autorizadas, que no podrán exceder en 
su importe del cuarenta por ciento del Presupuesto Ordinario 
de la Corporación para el ejercicio, y que deberán ser saldadas 
en un plazo no superior a seis meses.

Dos. La adopción del correspondiente acuerdo corporativo 
requerirá el voto favorable de las dos terceras partes del nú­
mero de miembros que de hecho constituya la Corporación y, 
en todo caso, de la mayoría absoluta legal de aquéllos.

Tres. Las normas comprendidas en los húmeros precedentes 
quedarán sustituidas por las disposiciones que en materia de 
operaciones de tesorería se contengan en el texto articulado de 
la Ley cuarenta y uno/mil novecientos setenta y cinco, de dieci­
nueve de noviembre, sobre Bases del Estatuto de Régimen Local.

Artículo segundo.—Uno. Excepcionalmente, los Ayuntamien­
tos de los municipios de Madrid, Barcelona, Valencia, Sevilla, 
Zaragoza, Bilbao y Málaga podrán incluir y emplear, como in­
gresos de sus Presupuestos Ordinarios de mil novecientos se­
tenta y seis, el importe de una operación de crédito a concertar, 
por una sola vez, con el Banco de Crédito Local de España, 
que destinará a tal fin la cantidad de cinco' mil trescientos 
treinta y cinco millones de pesetas.

Artículo tercero.—Quedan autorizados los Ministerios de Ha­
cienda y de la Gobernación para dictar las normas precisas 
en desarrollo y aplicación del presente Decreto-ley, adoptando 
las medidas necesarias conducentes a la más eficaz aplicación 
de estos recursos, y a la consecución del objetivo de estabilidad 
económica de las Corporaciones Locales mencionadas en el ar­
tículo anterior, con la finalidad de alcanzar la adecuación 
entre sus obligaciones ordinarias y los recursos propios de 
igual naturaleza.

Artículo cuarto.—Del presente Real' Decreto-ley se dará cuen­
ta inmediata a las Cortes.

 Dado en Madrid a dieciséis de junio de mil novecientos 
setenta y seis.

JUAN CARLOS

El Presidente del Gobierno,
CARLOS ARIAS NAVARRO

11616 REAL DECRETO-LEY 8/1976, de 16 de junio, por 
el que se modifica parcialmente el Decreto-ley 
9/1975, de 10 de julio.

El Decreto-ley nueve/mil novecientos setenta y cinco, de diez 
de julio, de garantías para el funcionamiento institucional de la 
Universidad, respondió a dos finalidades, perfectamente diferen­
ciadas entre sí. Por una parte, tal y como su propio preám­
bulo declara, trató de afrontar la grave situación creada por las 
alteraciones de orden académico que la Universidad española 
sufriera durante el curso mil novecientos setenta y cuatro-seten­
ta y cinco. Junto a ello, el citado Decreto-ley estableció también 
distintas medidas de carácter técnico referentes a la permanen­
cia y régimen de convocatorias en los Centros universitarios, 
expresando así el propósito de evitar una permanencia indefini­
da o en exceso prolongada con evidente perjuicio para el interés 
general y para otros estudiantes merecedores de acceder a 
aquéllos.

El evidente cambio producido en la. vida pública española 
desde la promulgación del referido Decreto-ley hace aconsejable 
proceder a su modificación. La grave situación que lo motivó 
ha remitido sensiblemente en el presente curso, en el que la 
normalidad universitaria, salvo esporádicas alteraciones ante 
las cuales tampoco se han revelado eficaces las medidas previs­
tos en el citado Decreto-ley, ha sido muy superior. Por otra 
parte, todo un conjunto de problemas académicos incide actual­
mente sobre aquellos otros aspectos técnicos regulados también 
en el referido Decreto-ley, pareciendo oportuno abordar previa­
mente la solución de cuestiones como la renovación de los 
planes de estudio en curso y el régimen de duración de muchas 
carreras universitarias, antes de establecer posibles criterios 
generales respecto a la permanencia y evaluación del rendimien­
to de los alumnos universitarios, materia cuya regulación, den­
tro de los límites establecidos por el ordenamiento general, debe 
entenderse como propia de la potestad' estatutaria de las dis­
tintas Universidades.

Las razones señaladas aconsejan la modificación parcial del 
Decreto-ley nueve/mil novecientos setenta y cinco. Y ello en el 
sentido de consignar expresamente que tanto el límite de per­
manencia en la Universidad como la determinación de los cri­
terios para evaluar el rendimiento de los alumnos, son ma­
terias reglamentarias que deben regularse en los Estatutos de 
cada Universidad de acuerdo con lo establecido en el artículo 
treinta y ocho de la Ley General de Educación, con objeto de 
adecuar tan importantes cuestiones a las peculiaridades de cada 
Universidad y de cada Centro. El dispositivo establecido en el 
Decreto-ley nueve/mil novecientos setenta y cinco, se sustituye 
ahora por el establecimiento de unos límites dentro de los 
cuales serán las normas estatutarias las que en concreto habrán 
de precisar las distintas soluciones.

Si hasta tanto se aprueben los Estatutos definitivos no pa­
rece que el tema de la permanencia en la Universidad haya de 
crear problemas de derecho transitorio, por lo que se refiere al 
número de convocatorias a las que los estudiantes tienen de­
recho, se fija para atender esas situaciones de transitoriedad un 
régimen basado en los principios que se señalan, pero esta­
bleciendo también un ámbito propio para el ejercicio en él de la 
autonomía universitaria, con objeto de adaptar así aquellos prin­
cipios a las características de cada Centro y a los casos espe­
ciales que se planteen. De ahí que la modificación que se pro­
pone del artículo dos del Decreto-ley nueve/mil novecientos se­
tenta y cinco contemple aspectos (apartado uno) cuya regula­
ción última queda remitida a los Estatutos junto a otros (apar­
tados dos, tres, cuatro y cinco) de ya inmediata vigencia, con 
lo que se resuelven asimismo importantes cuestiones de derecho 
transitorio.

Las modificaciones que se introducen en el Decreto-ley nue­
ve/mil novecientos setenta y cinco, en relación con el número 
de convocatorias a que cada estudiante tiene derecho, han ido 
precedidas de numerosas consultas formuladas por el Ministerio 
de Educación y Ciencia a las autoridades académicas, Profe­
sores, estudiantes y grupos profesionales. Han emitido informes 
la Comisión de Evaluación de la Ley de Educación constituida 
por Decreto ciento ochenta y seis/mil novecientos setenta y seis,


